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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE NULIDAD N.º 227-2020 
  LIMA 

Nula la sentencia por afectación del 
derecho a la motivación de las 
decisiones judiciales 
I. La argumentación de una decisión 
judicial debe contener todos los alegatos 
de los sujetos procesales, que plantearon 
en el curso del proceso, y ser valorados de 
forma individual, conjunta y razonada 
todas las pruebas actuadas, observando 
las reglas de la lógica, la ciencia y las 
máximas de la experiencia. 
II. El acusado sostuvo que no era titular del 
teléfono celular desde el cual se enviaron 
los mensajes intimidatorios a los 
agraviados, e indicó que en septiembre y 
octubre de dos mil doce Ysidoro Enrique 
Quispe Quispe no ostentaba ningún cargo 
en Asociación Mutualista del Personal 
Subalterno de la Sanidad de la Policía 
Nacional del Perú, para que se configurase 
la ventaja de cualquier índole que alegó el 
Ministerio Público al atribuir el delito de 
extorsión. Extremos que la Sala Superior 
agotó todos los medios ni analizó, a pesar 
de ser  los argumentos centrales de 
defensa del impugnante. 

Lima,  doce de octubre de dos mil veinte 

VISTOS: el recurso de nulidad 

interpuesto por el procesado Aniceto Rojas Maslucán (folio 1108) contra 

la sentencia del cinco de diciembre de dos mil diecinueve (folio 1079), 

por la que la Sexta Sala Penal para Procesos con Reos Libres de Lima 

lo condenó como autor de los delitos de extorsión y marcaje y 

reglaje, en perjuicio de Rosario Julia Cordero Villavicencio y Manuel 

Danilo Agramonte Gallart, impuso doce años de pena privativa de 

libertad y fijó en S/ 4000 (cuatro mil soles) el monto de la reparación civil 

que deberá pagar a favor de cada uno de los agraviados. 

Intervino como ponente el señor juez supremo Castañeda Espinoza. 

CONSIDERANDO 

I. Imputación fáctica y jurídica 

Primero. Conforme se desprende de la acusación fiscal (folio 381): 
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1.1. Se imputó a Aniceto Rojas Maslucán haber enviado trece mensajes 

de texto amenazantes, los días veintiséis de septiembre y cuatro, cinco, 

dieciséis y diecisiete de octubre de dos mil doce, desde su teléfono 

celular número 978515359, a los móviles con los números 993516677 y 

993516675, respectivamente, que fueron asignados a Rosario Julia 

Cordero Villavicencio y Manuel Danilo Agramonte Gallart, en su 

condición de presidenta y de gerente de operaciones de riesgo de la 

Cooperativa de Ahorro y Crédito S. O. 3ra. S. F. P. José del Carmen 

Huamán Muñoz. El contenido de estos mensajes atentaba contra la 

integridad física de las referidas personas y sus familiares. Además, 

solicitó sus movimientos migratorios y los dejó en los inmuebles donde 

residían las víctimas, por debajo de la puerta, y con ello los amedrentó 

para que no apoyasen a Ysidoro Enrique Quispe Quispe. El procesado 

fue administrador provisional de la Asociación Mutualista del Personal 

Subalterno de la Sanidad de la Policía Nacional del Perú durante los 

años dos mil a dos mil tres, y administrador judicial desde julio de dos mil 

seis a julio de dos mil diez, en que se nombró a Ysidoro Enrique Quispe 

Quispe, a través de una resolución judicial, como administrador judicial 

provisional de la mencionada institución. Los mensajes intimidatorios y los 

documentos que envió tenían por fin amedrentar a sus víctimas y, con 

ello, retomar sus funciones de administrador de la mencionada 

asociación mutualista, pues supuso que estas personas eran cercanas a 

Ysidoro Enrique Quispe Quispe. También realizó actos de vigilancia y 

seguimiento a los agraviados y sus familiares, pues en los mensajes 

enviados desde su teléfono celular detallaba dónde estudiaban los hijos 

de aquellos, cómo se trasladaban estos y qué lugares frecuentaban. 

1.2. El representante del Ministerio Público tipificó estos hechos como 

delitos de extorsión y marcaje y reglaje, previstos en el primer párrafo 

del artículo 200 y el artículo 317-A del Código Penal, respectivamente. 
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Por ello, solicitó que se imponga a Aniceto Rojas Maslucán la pena de 

catorce años de privación de libertad y fije el monto de la reparación 

civil en S/ 4000 (cuatro mil soles) a favor de cada uno de los agraviados. 

II. Fundamentos del impugnante 

Segundo. El procesado Rojas Maslucán, en el recurso de nulidad 

propuesto (folio 1108), solicitó que se revoque y reforme la sentencia 

dictada y señaló, en lo esencial, que: 

2.1. El Cuadragésimo Séptimo Juzgado Civil de Lima, a través de las 

resoluciones del treinta de junio y el veintiuno de julio de dos mil diez, 

nombró como administrador judicial provisional de la Asociación 

Mutualista del Personal Subalterno de la Sanidad de la Policía 

Nacional del Perú a Ysidoro Enrique Quispe Quispe, junto con otras 

dos personas. Este mandato judicial fue ratificado el veintidós de 

marzo de dos mil once y se prolongó hasta el treinta y uno de mayo 

de dos mil doce, en que el Vigésimo Sexto Juzgado Especializado en 

lo Civil de Lima canceló la medida cautelar dictada. 

2.2. La asamblea general universal de la mencionada asociación 

mutualista nombró a un nuevo concejo de administración, en el que 

Ysidoro Enrique Quispe Quispe y el impugnante no fueron 

considerados. Por lo tanto, a septiembre y octubre de dos mil doce, 

en que aparentemente se enviaron los mensajes amenazantes y 

demás, Ysidoro Enrique Quispe Quispe no ostentaba ningún cargo, 

por lo que no se configura el motivo que alegó el Ministerio Público 

para que se configurase el delito de extorsión, pues no era posible 

que el recurrente pudiera retomar sus funciones de administrador de 

la asociación mutualista cuando existía un nuevo concejo de 

administración. 

2.3. Se acreditó que no era el titular del teléfono celular desde el cual 

se enviaron los mensajes de texto intimidatorios, según el formulario 
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de reclamo presentado a la empresa de telefonía Movistar; además, 

la compra de este número de celular se realizó en la ciudad de 

Trujillo, cuando el recurrente se encontraba en la ciudad de Lima, y la 

mencionada empresa de telefonía móvil accedió a la impugnación 

presentada. 

2.4. La empresa telefónica también informó que el referido número de 

celular fue adquirido el veinticuatro de septiembre de dos mil doce y 

recién cambió de titular a nombre del recurrente el veintiocho de 

septiembre del mismo año, es decir, después de que se envió el primer 

mensaje intimidatorio; incluso no acreditó que fuera el impugnante quien 

realizó dicho cambio de titularidad. 

2.5. De este modo, se afectaron sus derechos al debido proceso y la 

motivación de resoluciones judiciales, así como los principios de 

legalidad, presunción de inocencia e in dubio pro reo. 

III. Análisis del caso 

Tercero. La Sexta Sala Penal para Procesos con Reos Libres, al expedir 

la sentencia recurrida, concluyó que las conductas ilícitas imputadas 

al impugnante Rojas Maslucán (extorsión y marcaje y reglaje) se 

encuentran acreditadas con las transcripciones de los mensajes de 

texto que envió desde su teléfono celular a los móviles de los 

agraviados; así como los documentos de movimientos migratorios 

que solicitó y luego dejó en las viviendas de estas personas. Además, 

la ventaja de cualquier índole que buscaba era obtener el control de 

la administración de la Asociación Mutualista del Personal Subalterno 

de la Sanidad de la Policía Nacional del Perú. 

Cuarto. Este Tribunal considera, como regla general, que en la decisión 

final de un caso deben analizarse, de forma individual y conjunta, todas 

las pruebas actuadas en el proceso, confrontándolas con los medios de 

defensa presentados por las partes y los argumentos planteados en sus 
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alegatos. En virtud de ello, el razonamiento efectuado por la Sala 

Superior, al expedir la sentencia recurrida, no resulta suficiente para 

garantizar el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales de 

los sujetos procesales por lo siguiente: 

4.1. La argumentación de una decisión judicial debe mostrar que los 

alegatos de los sujetos procesales, si están justificados, deben ser 

valorados de forma individual, conjunta y razonada, observando las 

reglas de la lógica, la ciencia y las máximas de la experiencia; 

además, están proscritos los razonamientos subjetivos, ilógicos, 

irracionales, arbitrarios, incongruentes o contrarios a la sana crítica. 

Solo así se garantiza el derecho a la motivación de las resoluciones 

judiciales y se otorga a los justiciables la posibilidad de impugnar las 

decisiones judiciales. 

4.2. En el presente caso, el impugnante Rojas Maslucán indicó, 

durante todo el proceso, que no era el titular del teléfono celular 

número 978515359, desde el cual se enviaron los mensajes 

intimidatorios a los presuntos agraviados, lo que motivó la 

interposición de una denuncia de parte en su contra; además, afirmó 

que en septiembre y octubre de dos mil doce Ysidoro Enrique Quispe 

Quispe no ostentaba ningún cargo directivo en la Asociación 

Mutualista del Personal Subalterno de la Sanidad de la Policía 

Nacional del Perú, para que se configurase la ventaja de cualquier 

índole que alegó el Ministerio Público, a efectos de que se configure 

el delito de extorsión.  

4.3. Sobre estos extremos la Sala Superior no emitió ningún 

pronunciamiento, en virtud de las pruebas que ofrecieron los sujetos 

procesales y se actuaron en el juicio oral, a pesar de que fueron los 

argumentos centrales de defensa del impugnante. De modo que  

resulta ser un vicio insubsanable cuya consecuencia es anular la 
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sentencia impugnada, por contravenir manifiestamente el derecho a 

la motivación de las resoluciones judiciales de los sujetos procesales. 

Quinto. De otro lado, dada la naturaleza de los delitos imputados de 

extorsión y marcaje y reglaje, y los bienes jurídicos afectados con ellos, 

resulta importante agotar todos los medios para esclarecer los hechos 

acusados. Por lo tanto, es necesario que se actúen diversas pruebas, 

tales como: 

5.1. Un informe detallado de la empresa Telefónica (o quien haga sus 

veces), en el que se precise: i) a quién pertenecía y actualmente 

pertenece el teléfono celular número 978515359, desde el que se 

enviaron los mensajes amenazantes ; ii) la fecha exacta en la que 

otorgó dicho número de celular en el año dos mil doce; iii) qué 

documentos sustentaron la expedición de ese número de teléfono y 

remita los mismos; iv) la fecha en la que el impugnante cuestionó la 

titularidad que atribuía; y, v) especifique las razones y las pruebas que 

sustentaron la aparente cancelación de tal número de celular. 

5.2. Un informe detallado de la oficina de Migraciones en el que se 

precisen los nombres de las personas que tramitaron o solicitaron los 

certificados de los movimientos migratorios de los agraviados Manuel 

Danilo Agramonte Gallart y Rosario Julia Cordero Villavicencio, en el año 

dos mil doce, y los documentos originales que presentaron para obtener 

dichos certificados.  

5.3. Las declaraciones de los presuntos agraviados, para que precisen la 

relación que tenían con el acusado, las circunstancias en que recibieron 

los mensajes extorsivos y sus certificados migratorios, y por qué no 

denunciaron inmediatamente, ante la autoridad competente, los 

hechos, para su investigación y acopio de los medios comisivos del 

delito. 
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5.4. Que se examine, en  juicio oral, al acusado Aniceto Rojas Maslucán, 

a fin de que precise, entre otros detalles, dónde residía en el año dos mil 

doce y a qué se dedicaba, con el fin de evaluar los detalles de la 

aparente adquisición del teléfono celular desde el que se realizó el 

envío de los mensajes amenazantes, considerando también la dirección 

que consignó en aquella oportunidad en su documento nacional de 

identidad y otros documentos laborales. Además, debe precisar la 

fecha en la que tomó conocimiento de la denuncia interpuesta en su 

contra, cuándo cuestionó la titularidad del teléfono celular que se le 

atribuye, las razones que justifiquen por qué lo hizo en esa fecha e 

indique cuándo extravió los certificados de movimiento migratorio, las 

circunstancias de dicho extravío y las acciones que adoptó como 

consecuencia de ello. 

5.5. Que concurra a juicio oral el testigo Ysidoro Enrique Quispe 

Quispe, a fin de que precise y justifique, entre otros detalles, la fecha 

hasta la que ostentó un cargo directivo dentro de la Asociación 

Mutualista del Personal Subalterno de la Sanidad de la Policía 

Nacional del Perú y presente los documentos que justifiquen, fáctica y 

jurídicamente, ello. 

5.6. Que se realice el levantamiento del secreto de las comunicaciones 

del teléfono celular desde el que se enviaron los mensajes amenazantes, 

a fin de evaluar las otras llamadas que pudieron realizarse desde dicho 

teléfono o los mensajes de texto que se enviaron durante el periodo que 

fue objeto de investigación; y, además, que se determinen los 

destinatarios de estas llamadas o mensajes, en caso de que existan, a 

efectos de evaluar y corroborar la versión del acusado o del titular de la 

acción penal. 

5.7. Que se requiera a la Superintendencia Nacional de los Registros 

Públicos el detalle específico de las directivas de la Asociación 
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Mutualista del Personal Subalterno de la Sanidad de la Policía 

Nacional del Perú, a fin de evaluar la veracidad de los argumentos 

expuestos por los sujetos procesales. 

Sexto. La actuación de estas pruebas y otras que el Colegiado Superior 

estime pertinentes permitirá esclarecer los hechos imputados, en 

relación a la importancia de los bienes jurídicos protegidos por ley, 

aparentemente afectados en el presente caso. Asimismo, se debe  

precisar que la anulación de la sentencia no significa que deba 

condenarse o absolverse al impugnante Rojas Maslucán, sino que es 

necesario que se actúen todas las pruebas que resulten esenciales para 

el esclarecimiento de los hechos y que luego el Colegiado Superior 

emita la decisión correspondiente, tomando en cuenta los argumentos 

de ambos sujetos procesales, de modo que garantice sus derechos a la 

motivación de las decisiones judiciales y a la impugnación. 

Séptimo. Por último, se advierte que en la sentencia impugnada se 

dispuso la ubicación y captura del acusado Aniceto Rojas Maslucán 

por no haber concurrido a la lectura de aquella; empero, al haberse 

anulado la sentencia a través de la presente decisión, corresponde 

dejar sin efecto dicho mandato. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces supremos integrantes de la Sala 

Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, 

con lo expuesto por la Fiscalía Suprema en lo Penal: 

I. DECLARARON NULA la sentencia del cinco de diciembre de dos mil 

diecinueve (folio 1079), por la que la Sexta Sala Penal para Procesos 

con Reos Libres de Lima condenó a Aniceto Rojas Maslucán como 

autor de los delitos de extorsión y marcaje y reglaje, en perjuicio de 
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Rosario Julia Cordero Villavicencio y Manuel Danilo Agramonte 

Gallart, con lo demás que contiene. 

II. ORDENARON la realización de un nuevo juicio oral por parte de otro 

Colegiado Superior, en el que se practiquen las diligencias necesarias, 

teniendo en cuenta lo descrito en la presente decisión, y dejaron sin 

efecto el mandato de ubicación y captura contra el mencionado 

procesado. 

III. DISPUSIERON que se notifique la presente decisión a las partes 

apersonadas a esta Sede Suprema, que se devuelvan los actuados a 

la Sala Superior de origen y que se archive el cuadernillo formado en 

esta instancia. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

FIGUEROA NAVARRO 

CASTAÑEDA ESPINOZA 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

JCE/NJAJ  

 


